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Resumen: La Ley de Protección al Consumidor chilena no menciona al 
consumo sustentable como un principio explícito. En este contexto, el objetivo 
del presente trabajo radica en indagar su posible vigencia como un principio 
general del derecho de consumo en Chile. La investigación logró acreditar la 
hipótesis inicial, que postulaba la eficacia jurígena del consumo sustentable 
como principio general del derecho de consumo. En efecto, a partir de la 
utilización de la metodología dogmática, se llegó a la conclusión de que su 
vigencia puede ser derivada igualmente de una interpretación armónica 
y sistemática de los principios y las reglas que el ordenamiento jurídico 
chileno de hecho contiene. En concreto, la eficacia normativa del consumo 
sustentable puede desprenderse a partir de dos vías dentro de las técnicas 
del positivismo jurídico. La primera de ellas consiste en una concretización 
de principios generales, los cuales, en el supuesto planteado, corresponderían 
al pro natura y el pro homine. En segundo término, el consumo sustentable 
como principio general sería obtenido de una generalización realizada a partir 
de manifestaciones específicas. Estas últimas se encontrarían radicadas en la 
consagración de los derechos básicos de los consumidores, la disciplina de  
la información y la publicidad, así como en la instauración de mecanismos  
de extensión de la durabilidad de los bienes.

Palabras clave: Consumidor, derecho de consumo, principios generales del 
derecho, consumo sustentable, desarrollo sostenible, principios implícitos

Abstract: The Chilean Consumer Protection Law does not mention sustainable 
consumption as an explicit principle. In this context, the objective of this work 
lies in investigating its possible validity as a general principle of consumer law 
in Chile. The research managed to prove the initial hypothesis that postulated 
the legal effectiveness of sustainable consumption as a general principle 
of consumer law. In fact, from the use of the dogmatic methodology, it was 
concluded that its validity can also be derived from a harmonious and systematic 
interpretation of the principles and rules that the Chilean legal system actually 
contains. Specifically, the normative effectiveness of sustainable consumption 
can be derived from two ways within the techniques of legal positivism. The 
first of them consists of a concretization of general principles, which, in the 
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hypothesis presented, would correspond to pro natura and pro homine. Secondly, 
sustainable consumption as a general principle would be obtained from a 
generalization made from specific manifestations. The latter would be rooted 
in the consecration of basic consumer rights, the discipline of information and 
advertising, as well as the establishment of mechanisms to extend the durability 
of goods.

Keywords: Consumer, consumer law, general principles of law, sustainable 
consumption, sustainable development, implicit principles
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¿Cómo expresar, hoy en día, la belleza del Mundo, el frágil esplendor de la totalidad de la Tierra más que 
la gloria antigua del paisaje local? Una vez más, ¿cómo expresar la frágil belleza de la Tierra?

Michel SerreS (1991, p. 5)

I .  I N T R O D U C C I Ó N
Es de público conocimiento la grave crisis ambiental y climática por 
la cual atraviesa nuestro planeta. La Organización de las Naciones 
Unidas (ONU), de hecho, ha denunciado recientemente que al menos 
nueve millones de personas mueren al año a causa de la contaminación 
ambiental (ONU, 2022). En Chile este panorama se manifiesta en 
diversos ámbitos. Así, por ejemplo, desde hace algunos años se ha venido 
verificando una escasez hídrica de larga duración que ha implicado, 
entre otros efectos, la supresión de servicios sanitarios —más grave aún 
en pandemia—, así como la muerte de especies vegetales y animales. 
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Por otra parte, el aumento de las emisiones de efecto invernadero y el 
incremento sustancial de residuos sólidos deviene en una contaminación 
de espacios terrestres, marítimos, lacustres y aéreos incompatible con la 
vida en nuestro territorio en un espacio no tan lejano. 

Si bien este preocupante panorama es multifactorial, lo cierto es que 
el consumo de bienes y servicios ocupa un importantísimo rol en ello. 
Únicamente a modo de ejemplo, cabe recordar la mundialmente 
conocida calificación de «cementerio tóxico» del desierto de Atacama, 
luego de que saliera a la luz que al menos 39 000 toneladas de ropa que 
demoran doscientos años en desintegrarse son desechadas en él (Reyes, 
2021). El panorama es más dramático si se considera la altísima cantidad 
de agua que se necesita para fabricar una prenda textil —2000 litros 
para una polera y 10 850 para un pantalón— y que Chile es el país de 
Latinoamérica que más desechos tecnológicos genera. 

Este contexto obliga a que la preocupación por un consumo sustentable 
haya dejado de ser un objetivo que secunda el crecimiento económico 
para pasar a ocupar uno de los principales resultados que persigue o 
debe buscar perseguir la economía —y el derecho— actualmente. 
El reconocimiento de que ya «No da lo mismo cómo se consume», como 
pregona Pinochet Olave (2015, p. 409), ha dado lugar a la formulación 
de un principio de consumo sustentable o de desarrollo sostenible, 
concebido como aquel 

proceso destinado a la satisfacción plena de las necesidades del hombre 
y de toda la sociedad no solo presente, sino también y principalmente, 
futura, con el objeto de mejorar la calidad de vida, fundada en principios 
de equidad y protección del medio ambiente (Gonzáles Silva, 2001, 
p. 273). 

Esta noción ha sido recogida además por la Agenda para el Desarrollo 
Sostenible (2015) de la ONU (Objetivos 3 y 12), organismo al cual 
pertenece nuestro país y que ha sido refrendado además por la reciente 
aprobación de la suscripción del Acuerdo de Escazú (2022). 

Se trata de una directriz que ha de informar todas las actividades 
públicas y privadas, y que devela la íntima relación que existe entre el 
derecho del consumidor y el derecho ambiental (Frustagli & Hernández, 
2015, p. 360; Frustagli, 2016, p. 445). Con todo, en otros países ha sido 
reconocida de manera expresa como principio general explícito. Así, el 
artículo 1094 del Código Civil y Comercial de la Nación argentina lo 
instituye como un principio general del derecho, a la vez que Bolivia  
lo sitúa en el estatuto consumeril (Ley N.° 453, art. 6, num. 2). 

En Chile la situación es diversa, en el sentido de que hasta el momento 
ni la Ley de Protección de los Derechos de los Consumidores (LPDC) ni 
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ningún otro cuerpo normativo vinculado con el consumo lo enuncian 
como un principio de general aplicación, lo que podría tornar en incierta 
su vigencia dentro de su territorio con graves consecuencias para el 
resguardo del medio ambiente. En efecto, la ausencia de una mención 
explícita al consumo sustentable o al desarrollo sostenible como directriz 
fundamental y básica que debe dirigir la actividad de proveedores y 
consumidores —los consumidores también tienen deberes— podría 
llevar a la conclusión de que su eficacia se reduce únicamente a sus 
manifestaciones concretas que sí han sido tipificadas por el ordenamiento 
jurídico o bien a una buena práctica empresarial. 

El Servicio Nacional del Consumidor, en tanto, aunque se le ha conferido 
la facultad para interpretar las disposiciones de la LPDC (art. 58, inc. 2, 
lit. b)1, ha decidido ejercerla respecto de otras materias (garantía legal, 
mercado inmobiliario, publicidad nativa, etc.), sin que hasta el momento 
haya dictado una circular que profundice de manera sistemática acerca 
de la eficacia de los imperativos derivados del consumo sustentable a la 
relación de consumo. 

El propósito de este trabajo, en este contexto, radica en indagar la posible 
vigencia del consumo sustentable o del desarrollo sostenible como un 
principio general del derecho de consumo en Chile. La hipótesis que se 
buscará validar dice relación con la defensa de su eficacia implícita en el 
sistema de consumo chileno, por la cual cumpliría funciones jurígenas 
propias de los principios generales del derecho que trascienden las 
menciones particulares típicas. Para tal efecto, el texto se divide en tres 
partes: la revisión de la noción de principios, el examen de los principios 
generales del derecho de consumo chileno y la enunciación de las 
fuentes que jurídicamente sustentan la validez del consumo sustentable 
como principio general del derecho de consumo chileno. 

I I .  U N A  A P R O X I M A C I Ó N  A  L O S  P R I N C I P I O S  E N  E L 
D E R E C H O  D E  C O N S U M O  C H I L E N O

A continuación, se realizará una aproximación a los principios jurídicos 
y a su recepción en el sistema chileno de consumo. Las reflexiones 
contenidas en esta primera parte se incorporan con la finalidad de 
sustentar la posterior defensa de la vigencia del consumo sustentable 
como principio implícito en el ordenamiento jurídico indicado. 

1 «Corresponderán especialmente al Servicio Nacional del Consumidor las siguientes funciones:  
b) Interpretar administrativamente la normativa de protección de los derechos de los consumidores 
que le corresponde vigilar. Dichas interpretaciones sólo serán obligatorias para los funcionarios del 
Servicio».
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II.1. Los principios y sus aptitudes jurígenas
Aunque los principios y las reglas son verdaderas normas, presentan 
diferencias de las cuales se derivarán también disímiles consecuencias 
jurídicas. Con todo, la distinción entre unos y otras no ha sido pacífico. 

Conforme a una primera propuesta —que Aarnio (2000) llama de la 
«demarcación débil» (p. 594)—, los principios y las reglas cumplirían 
un papel similar en el discurso jurídico, sin que exista entre ellos una 
verdadera separación lógica (Moreno, 2015, p. 323). La diferencia 
estaría dada por el grado (Aarnio, 2000, p. 594), en el sentido de que 
poseerían un nivel de determinación diversa (Dworkin, 1984, p. 75).

En este esquema los principios serían más generales y se caracterizarían 
por no establecer —o establecer de manera difusa— su ámbito de 
procedencia, enunciando una razón unidireccional que no exige una 
decisión particular (Dworkin, 1984, p. 76), tal como ocurriría con la 
inocuidad o la buena fe. Su amplitud y abstracción, por otra parte, 
alcanzarían tanto al supuesto de hecho como a la consecuencia jurídica 
(Ruiz Ruiz, 2012, p. 147) derivada de la norma.

Las reglas, por el contrario, contienen una prescripción precisa, 
disciplinando supuestos particulares desde una perspectiva concreta 
(Saffie Gatica, 2005, p. 383). Por tal razón, la labor del intérprete en la 
determinación de las guías de conducta contenidas en ellas disminuye 
considerablemente, en el sentido de que no requerirían de deliberación 
(p. 383).

La doctrina de la «demarcación débil», entonces, les atribuiría una 
forma de operar disyuntiva; esto es, bajo la lógica del «todo o nada»: «se 
aplican o no se aplican, se siguen o no se siguen, y no hay una tercera 
posibilidad. Las reglas son válidas o no válidas» (Orozco Henríquez, 
2003, p. 144).

Un ejemplo de lo anterior lo encontramos en el deber de no dañar 
consagrado en el artículo 932 del Código Civil chileno (en adelante, 
CC)2, por el cual se confiere a quien tema que la ruina de un edificio 
le pare perjuicio una acción destinada a solicitar su destrucción si no 
admitiere reparación. 

Una segunda tesis —de la «demarcación fuerte», en la terminología de 
Aarnio (2000, p. 593)— postula que la distinción entre los principios y 
las reglas no obedecería únicamente a una mayor o menor generalización 

2 «El que tema que la ruina de un edificio vecino le pare perjuicio, tiene derecho de querellarse al juez 
para que se mande al dueño de tal edificio derribarlo, si estuviere tan deteriorado que no admita 
reparación; o para que, si la admite, se le ordene hacerla inmediatamente; y si el querellado no 
procediere a cumplir el fallo judicial, se derribará el edificio o se hará la reparación a su costa»  
(CC, chileno, art. 932, inc.1). 
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de su enunciado, sino a un factor cualitativo. Se trataría, por lo tanto, de  
categorías diversas sustentadas en lógicas también disímiles (p. 593).

Alexy (1988), en ese sentido, aunque reconoce en el grado de 
generalidad una diferencia importante entre los principios y las reglas, 
agrega que el contraste no se agota en ello (p. 141), pues su eficacia 
y fuerza vinculante serían distintas. Así, entiende que mientras los 
primeros conducirían a un «mandato de optimización» (Alexy, 1988, 
p. 143; 1993, p. 86), las reglas no admitirían un término medio: o se 
cumplen o no (Aarnio, 2000, p. 593). Aarnio, en esa línea, explica: 
«Las reglas pueden compararse a las vías de ferrocarril: o las sigues o no. 
No existe una tercera alternativa. Esto se aplica a todas las reglas y, por 
tanto, también a las jurídicas» (p. 593).

Por otra parte, a los principios se les reconocería una dimensión de peso 
o importancia del que las reglas carecen (Dworkin, 184, p. 78), lo que 
los habilitaría para cumplir funciones políticas (p. 77) o, incluso, de 
sistematización de un determinado ordenamiento jurídico.

Con todo, la importancia de reconocer a un imperativo el carácter de 
principio general del derecho radica en las aptitudes que se le pueden 
atribuir. No es neutra, por lo tanto, la calificación, puesto que, de 
ostentar tal calidad, podrá pregonarse que cumplen las funciones 
jurígenas propias de los principios y que su vigencia puede deducirse 
de manera explícita o implícita, a saber: interpretativa, de integración,  
de resolución de antinomias, de distribución de la carga de la prueba, etc.

II.2. Los principios explícitos en el derecho de consumo 
chileno

Ruiz Ruiz explica (2012) que los principios explícitos son aquellos 
que cuentan con un reconocimiento efectivo y expreso en una fuente 
de producción jurídica (p. 148). Por tal razón, su validez no suele ser 
cuestionada, a diferencia de lo que ocurre con los implícitos, cuya 
vigencia debe ser extraída de otras fuentes típicas o autónomas en los 
términos que se indicarán más adelante. 

Con todo, la LPDC chilena comenzó a consagrar directrices de este 
tipo en una primera etapa a propósito de ciertas materias particulares. 
Así, somete las prácticas de cobranza extrajudicial a los imperativos de 
proporcionalidad, razonabilidad, justificación, transparencia, veracidad, 
respeto a la dignidad y a la integridad física y psíquica del consumidor, y 
privacidad del hogar (art. 37, inc. 10). Para los procedimientos voluntarios 
de protección del interés colectivo o difuso de los consumidores, en 
tanto, se consagran los principios de indemnidad, economía procesal, 
publicidad, integridad y debido proceso (art. 54 H).
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En el año 2021 la entrada en vigencia de la Ley 21.398 trajo consigo la 
introducción en la parte preliminar de la LPDC de un nuevo artículo 2 
ter, que reconocía expresamente un principio explícito general: el pro 
consumidor. La norma en concreto señala: «Las normas contenidas 
en esta ley se interpretarán siempre en favor de los consumidores, de 
acuerdo con el principio pro consumidor, y, de manera complementaria, 
según las reglas contenidas en el párrafo 4° del Título Preliminar del 
Código Civil». 

Ahora bien, la fórmula escogida por el legislador para tipificar el pro 
consumatore ha dado lugar a diversas dudas interpretativas. Una de 
ellas guarda relación con la vinculación que existe entre la directriz 
exegética del artículo 2 ter y la interpretación reglada del CC (arts. 
19-24). En efecto, la voz «complementaria» mencionada en la norma 
no permite determinar de manera diáfana si la disciplina del derecho 
común en esta parte es supletoria, preferente o concurrente a la que se 
deriva del pro consumidor interpretativo reconocido en la LPDC. 

Sobre este punto, Rodríguez Diez (2021) niega el privilegio del artículo 
2 ter: 

Esta complementariedad, de más está decirlo, no puede implicar una 
primacía del ‘principio pro consumidor’ sobre las reglas del Código Civil, 
ya que de ser así, el intérprete podría incluso desentenderse del tenor 
literal de la ley o de su sentido natural y obvio. En caso de que este 
nuevo principio efectivamente opere de manera complementaria al art. 
23 del Código Civil, su ámbito de aplicación será prácticamente nulo. 

No obstante, pienso que es posible también otorgarle una segunda 
lectura a la norma. Podría considerarse, en efecto, que el artículo 2 ter 
de la LPDC sí consagra una jerarquía en cuanto a los mecanismos de 
interpretación de las leyes, dada la prescripción de que sus disposiciones 
se interpretarán «siempre» con un enfoque pro consumidor y solo «de 
manera complementaria» por las reglas del CC, las cuales, por lo tanto, 
tendrían un carácter secundario. 

Por otra parte, se debe considerar que, aun cuando el derecho común 
corresponde al régimen supletorio de la LPDC, dicho efecto es limitado 
en un doble sentido. En primer lugar, atendiendo a que solo resulta 
aplicable a las acciones civiles y no necesariamente a la responsabilidad 
contravencional, la cual debe remitirse al derecho sancionatorio. 
En segundo término, porque la reconducción resultará procedente 
únicamente en la medida que el derecho subsidiario sea compatible con 
la naturaleza y las peculiaridades de la relación de consumo.

No obstante, aun aceptándose la aplicabilidad del CC al vínculo que se 
forma entre un proveedor y un consumidor, lo cierto es que difícilmente 
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podría considerarse que el derecho común chileno tiene como directriz 
programática un principio «pro medio ambiente», pese a que de alguna 
de sus disposiciones pueda derivarse parte de la tutela medioambiental 
(arts. 937, 948, 2333, etc.). 

II.3. Los principios implícitos en el derecho de consumo 
chileno 

III.3.1. Aproximación conceptual a los principios implícitos
Los principios implícitos, a diferencia de los explícitos, no cuentan con 
un reconocimiento estatal expreso, por lo que su vigencia ha de extraerse 
de una fuente distinta de la legislada directa. Así, Ruiz Ruiz (2012) 
explica en términos generales que «son deducidos por el aplicador del 
derecho a partir de disposiciones expresas del Ordenamiento jurídico» 
(p. 148).

Se trata por lo tanto de enunciaciones que, si bien no cuentan 
con una tipificación estatal, presentan una eficacia que puede ser 
deducida del ordenamiento jurídico de que se trate. De ser lo anterior 
correcto, el programa de un determinado estatuto —por ejemplo, el 
de consumo— no solo está integrado por aquellas directrices que el 
legislador expresamente ha enunciado como tal, sino también por otras 
que es posible derivar del sistema jurídico que le sirve de contexto. 

Concebidos así los principios implícitos, el rol que el intérprete o juez 
cumple respecto de su identificación dentro de un ordenamiento 
jurídico, así como en lo relativo a la determinación de las funciones 
que válidamente cumplen, es considerablemente mayor que aquel que 
desempeñan al aplicar principios explícitos. En efecto, la tesis de los 
principios implícitos amplía la discrecionalidad del tribunal, en el sentido 
de que, en su función interpretativa e integradora, podrá sustentar sus 
decisiones en normas —los principios lo son— que exceden la literalidad 
positiva. Así, explica Alonso (2018b): «La posibilidad de admitir 
principios implícitos con arreglo a la tesis juspositivista de las fuentes 
sociales del derecho puede impactar en el modo en que se concibe la 
llamada tesis de la ‘discreción judicial fuerte’, usualmente atribuida al 
juspositivismo» (p. 148).

Ahora bien, atendiendo a que los principios cumplen diversas 
funcionalidades dentro del orden normativo, puede ocurrir también que 
algunas de ellas cuenten con un reconocimiento expreso (explicitud) 
y otras sean extraídas por el intérprete (implicitud) (Isler Soto, 2023, 
p. 93). Un ejemplo de esta última situación se manifiesta en la eficacia 
del principio pro consumidor en el ordenamiento jurídico chileno, 
el cual solo se encuentra reconocido expresamente en su función 
interpretativa (art. 2 ter), debiendo extraerse la juridicidad de las demás 
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—mecanismo de resolución de antinomias, integración, etc.— a partir 
de otras técnicas normativas mediante un esfuerzo interpretativo (Isler 
Soto, 2024). 

Con todo, antes de analizar la fuerza obligatoria de los principios implícitos 
—o de sus funciones— y las fuentes de las cuales es posible derivarlos, 
cabe prevenir que no existe unanimidad en torno a reconocerle la 
misma naturaleza que los principios explícitos. Así por ejemplo Ruiz 
Ruiz (2012) señala que corresponden a los denominados principios 
generales del derecho (p. 148). Moreno (2015), en tanto, ha sostenido 
que la distinción entre principios y reglas no siempre es conciliable con 
la reconstrucción lógica del razonamiento sobre principios implícitos, 
particularmente si se lo analiza desde una perspectiva positivista (p. 340). 
A partir de lo anterior podría surgir entonces una doble interpretación: 
atribuirles idénticas características que los principios explícitos o bien 
considerarlos como una categoría normativa diferente (tertius genus). 
En uno y otro caso, las argumentaciones tendientes a defender su 
vigencia serán también diversas (p. 340). 

Con todo, los principios implícitos en el derecho de consumo chileno 
presentan una particular relevancia, dado que la LPDC se muestra 
bastante parca al momento de reconocer, en su parte preliminar, 
principios generales que alcancen a todos los vínculos jurídicos de 
consumo. En efecto, salvo el pro consumatore interpretativo (LPDC, art. 
2 ter) y la enunciación de los derechos básicos (art. 3)3, el legislador 
consumeril nacional silencia un programa explícito y claro de las 
relaciones de consumo. 

II.3.2. Fuentes normativas de los principios implícitos y su aplicación al 
derecho de consumo

Los principios implícitos y sus funciones, desde el punto de vista del 
positivismo jurídico, pueden ser fundamentados a partir de la invocación 
de una norma estatal que se encuentre actualmente vigente. En este caso, 
se recurre a «alguna fuente normativa como punto de partida» (Alonso, 
2018a, p. 65), por lo que se asume igualmente que el fundamento último 
del principio en comento corresponde a una declaración expresa del 
Estado. Esta vez, como explica Alonso Vidal (2012), se trataría de una 
«subsunción de un principio explícito ya reconocido por el ordenamiento 
jurídico» (p. 169). El programa por lo tanto, se obtendría a partir de 
procesos de abstracciones lógicas sucesivas del derecho positivo (Ruiz 
Ruiz, 2012, p. 148). 

3 Acerca del carácter programático de los derechos básicos de los consumidores, ver Acedo Penco 
(2003, pp. 345- 350), Álvarez Moreno (2015, p. 41), Barrientos Zamorano (2013, p. 101), Contardo 
González (2013, p. 119), Corral Talciani (2013, p. 109), Espada Mallorquín (2013, p. 136), Faúndez 
Vergara (2018, p. 83), Isler Soto (2019, pp. 244-247), Reich (1999, p. 16) y Stiglitz (1997, p. 12).



E
R

IK
A

 I
S

L
E

R
 S

O
T

O

148

Derecho PUCP,  N° 92, 2024 / e-ISSN: 2305-2546

Lo que se invoca, por lo tanto, en esta ocasión como fundamento 
del principio implícito es una fuente normativa, por lo que en última 
instancia es el propio ordenamiento positivo el que sustenta su eficacia. 
Así, señala Alonso (2018b): «los principios se obtienen a partir del 
material normativo positivo considerado como punto de partida, 
con utilización de un modelo de verificación basado en herramientas 
inductivas y abductivas» (p. 219). 

Como se puede apreciar, en este caso no se rechaza el poder estatal al 
momento de deducir la vigencia de los principios implícitos, sino que, 
al contrario, se persiste en su utilización. A consecuencia de lo anterior, 
esta justificación permitiría continuar situando la normatividad de los 
principios implícitos dentro del mismo positivismo jurídico4. 

No obstante, la defensa de los fundamentos normativos como únicas 
fuentes de los principios implícitos excluye su autonomía y, por ello, la 
reconducción a un orden externo al estatal como sustento de su eficacia. 
De esta manera, 

El carácter juspositivista del modelo estriba en que el contenido de 
los principios implícitos viene determinado exclusivamente por el 
contenido de las normas usadas para obtenerlos. Para la configuración 
de los principios implícitos no se ha considerado ningún contenido 
externo al sistema de normas de referencia (Alonso, 2018b, p. 219). 

Ahora bien, como todo principio implícito, la labor del intérprete-
juez al momento de identificarlo y justificar su vigencia suele ser muy 
relevante, de acuerdo con lo señalado con anterioridad. No obstante, la 
discrecionalidad suele ser menor en este grupo de principios implícitos  
—los obtenidos de otras normas del ordenamiento jurídico— que aquella 
otra que es requerida para sustentar su autonomía, en el sentido de que 
la asunción de esta última característica implica el reconocimiento de 
que es posible recurrir a fundamentos diversos de los positivos —incluso 
metajurídicos— para sustentar un juicio jurídico válido, como podría ser 
el orden natural, la ratio legis, etc. 

Con todo, desde la teoría de las fuentes del derecho, se suelen distinguir 
a su vez dos posibles vías de justificación de la eficacia normativa de los 
principios implícitos: la especificación a partir de un principio general 
y la generalización surgida de normas particulares. En ambos casos, se 
asume la generalidad como una de las virtudes a las cuales el derecho 
debe aspirar —de hecho, integra uno de los «principios implícitos de 

4 La defensa de los principios implícitos no pugna con el positivismo. Al respecto, ver Alonso (2013, 
pp. 358-357; 2018a, pp. 63-83; 2018b, pp. 224-226).
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legalidad», según Fuller5—, solo que se la obtiene a partir de dos procesos 
inversos, que se pasarán a comentar a continuación. 

II.3.2.1. El principio implícito como especificación de un principio explícito 
más general

Una de las formas de derivar los principios implícitos de una fuente 
normativa positiva (Alonso, 2018b, p. 225) dice relación con su 
obtención a partir de otros principios más generales, que efectivamente 
han sido reconocidos de forma expresa por el ordenamiento jurídico. 
A consecuencia de lo anterior, el principio implícito en esta concepción 
corresponde a una especificación de otro principio explícito de mayor 
amplitud (Alonso, 2018a, p. 65; 2018b, p. 225). 

Como se puede apreciar, el fundamento último de su vigencia 
correspondería a una norma positiva emanada de un órgano del Estado 
(Alonso, 2018b, p. 225) en ejercicio válido de las facultades que le 
confiere el mismo ordenamiento jurídico, por lo que su defensa no 
pugna con la doctrina positivista. 

Ahora bien, desde el punto de vista del razonamiento jurídico, se trataría 
de un proceso deductivo; esto es, un argumento lógico cuya conclusión 
viene determinada por premisas anteriores (Bengoetxea, 2010, p. 275). 
En este esquema, el principio implícito tomaría el lugar de la conclusión, 
en tanto que los explícitos corresponderían a las premisas. 

Por otra parte, esta técnica se encontraría conteste con la universalidad 
exigida por la justicia formal y la consistencia del derecho (p. 275), así 
como con la supletoriedad que se le atribuye a los principios generales. 

En Chile, algunos de los principios que integran el sistema de consumo 
también pueden ser derivados de otros principios explícitos más 
generales, por lo que adscriben a esta categoría. 

La primera norma que podría invocarse en este procedimiento, por 
lo tanto, es la carta fundamental, considerando que tradicionalmente 
corresponde al continente normativo que suele alojar los principios 
generales aplicables a un sistema jurídico6. 

5 De acuerdo a Fuller (1967), los ocho requisitos de la moralidad interna —«principios de legalidad»— del 
derecho son la generalidad de las leyes, la publicidad de las leyes, la evitación de la retroactividad  
de las leyes, la claridad de las leyes, la ausencia de contradicción entre leyes, la falta de exigencia de  
conductas imposibles de cumplir, la estabilidad razonable de las leyes, y la congruencia entre la 
actitud de los órganos públicos frente al ciudadano y el texto de la ley (pp. 56-107).

6 Zagrebelsky (2016) explica que uno de los criterios de distinción entre los principios y las reglas 
radica en su ubicación, dado que las normas legislativas mayoritariamente corresponderían a reglas, 
mientras que las constitucionales sobre derechos y sobre la justicia darían lugar a principios, a 
consecuencia de lo cual solo las segundas cumplirían una función constitucional (pp. 109-110). Así, 
ejemplifica: «Cuando la ley establece que los trabajadores en huelga deben garantizar en todo caso 
determinadas prestaciones en los servicios públicos esenciales estamos en presencia de reglas, pero 
cuando la Constitución dice que la huelga es un derecho estamos ante un principio» (p. 110).
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Esta doctrina fue recogida en la sentencia Aguilar González c. Promotora 
CMR Falabella S.A. y Estudio Jurídico GNA Abogados (2021), por la cual 
la Corte de Apelaciones de Santiago reconoció la plena vigencia de  
principios aplicables a las prácticas de cobranza extrajudicial antes  
de que fuesen explicitados, si se derivaban del resguardo de los derechos 
fundamentales. En este sentido, argumentó: 

Que si bien la norma transcrita fue introducida a la Ley 19.496 por 
la Ley 21.320 y entró en vigencia el 20 de abril de este año, no puede 
esta Corte desconocer que la forma en que se efectuó la cobranza 
extrajudicial por las recurridas al actor no se ajustó a los principios de 
proporcionalidad, razonabilidad, respeto a la dignidad, a la integridad 
psíquica del consumidor y a la privacidad de su hogar, los que pese a 
no haber estado plasmados a esa fecha en una disposición legal, son 
inherentes a una actuación de este tipo y debieron ser respetados por las 
recurridas siempre (considerando 8).

Otro ejemplo de especificación de un principio más general lo 
encontramos en la buena fe del derecho común (CC, chileno,  
art. 1546), cuyas funciones se proyectan también a la relación de 
consumo7. Así, en la sentencia Amenábar Borgheresi c. United Airlines 
Agencia en Chile (2021), la Corte de Apelaciones de Santiago rechazó 
la acción interpuesta por un consumidor que reclamaba el respeto del 
precio de un pasaje aéreo que por error había sido publicado con un 
monto considerablemente inferior al ordinario, precisamente invocando 
los imperativos de la buena fe, los cuales serían reclamables de ambas 
partes de la relación de consumo. 

Lo propio puede sostenerse respecto del principio de inocuidad, el cual, 
pese a no tener una consagración expresa con tal nomenclatura, es 
sin embargo derivado del derecho básico a la seguridad en el consumo 
(LPDC, art. 3, lit. d), así como de las garantías fundamentales a la vida 
y a la integridad física y psíquica (CPR, art. 19, num. 1) reconocidas en 
nuestra actual carta fundamental. 

Similar operación puede realizarse respecto de principios explicitados en 
otros cuerpos normativos, distintos de la LPDC, pero que, no obstante, 
son apropiados por el sistema de consumo nacional. Es lo que ocurre, 
en primer lugar, con el ya mencionado programa constitucional y sus 
imperativos. 

También puede mencionarse el principio del interés superior de niños, 
niñas y adolescentes (NNA), reconocido ampliamente en la reciente 
Ley 21.430 sobre Garantías y Protección Integral de los Derechos de la 

7 La buena fe es un principio general del derecho de consumo. Para Chile, ver Cortez Matcovich (2004, 
p. 4); para Brasil, Junqueira (2018, p. 205).
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Niñez y la Adolescencia (art. 7), así como en la Convención sobre los 
Derechos del Niño (art. 3.1). Se trata de un principio general de todo 
el derecho, cuya eficacia amplia se encuentra reconocida en la misma 
Ley 21.430, a propósito de su función interpretativa. Así, su artículo 3, 
inciso 1 señala: 

En la interpretación de las leyes y normas reglamentarias referidas a 
la garantía, restablecimiento, promoción, prevención, participación 
o protección de los derechos del niño, niña o adolescente, se deberá 
atender especialmente a los derechos y principios contenidos en la 
Constitución Política de la República, en la Convención sobre los 
Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales de derechos 
humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en esta ley . 

Posteriormente, la misma disposición agrega que «Dicha interpretación 
deberá fundarse primordialmente en el principio de la aplicación más 
favorable a la vigencia efectiva del derecho conforme al interés superior 
del niño, niña o adolescente, y se aplicará de forma prevaleciente y 
sistemática» (Ley 21.430, art. 3, inc. 2).

Como se puede apreciar, la eficacia del principio rector del interés 
superior de los NNA alcanza igualmente a los vínculos que se forman 
entre consumidores y proveedores, sobre todo considerando que la misma 
Ley 21.430 reconoce expresamente el carácter y el rol de consumidores 
que los NNA cumplen en la sociedad actual (arts. 53-55)8.

Finalmente, los principios tutelares de las personas mayores se entienden 
vigentes respecto de la relación de consumo, aun cuando la LPDC los 
omita, e incluso si el estatuto regulador de la relación de consumo nada 
dice acerca de la vigencia de la categoría particular de consumidores 
vulnerables, de la cual podrían derivarse reglas más beneficiosas para 
las personas mayores. En esta ocasión, la fuerza obligatoria de estos 
imperativos se suele desprender de la Convención Interamericana sobre 
la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores (2015)9.

II.3.2.2.  El principio implícito como generalización de un conjunto de 
normas específicas

Una segunda forma de comprender los principios implícitos, sin 
abandonar su sustento positivo, consiste en obtenerlos a partir de una 
generalización de un conjunto de normas particulares que contempla el 
ordenamiento jurídico de manera expresa. Como explica Alonso (2018a, 
p. 65; 2018b, p. 255), en esta concepción los principios implícitos se 

8 Acerca de la protección del menor consumidor, ver Álvarez Rubio (2017, pp. 281-298), López Díaz 
(2022) y Mondaca Miranda (2021, pp. 111-142).

9 Acerca de la aplicabilidad directa a las relaciones de consumo de los principios contenidos en 
instrumentos internacionales sobre personas mayores, revisar Pinochet Olave (2019, pp. 63-89).
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derivarían de un conjunto de normas jurídicas más específicas mediante 
un proceso de generalización. 

Comparte, por lo tanto, con el procedimiento anterior la fuente primaria 
en el sentido de que ambos invocan una norma positiva (Alonso, 2018b, 
p. 225), aunque se diferencia de él en la forma en que ello se realiza. 
En efecto, si con anterioridad el principio se alcanza desde la deducción 
de una generalidad, en esta ocasión se lo obtiene del proceso inverso; 
esto es, de una generalización desde la identificación de un conjunto de 
normas particulares. 

Esta técnica también es coherente con la universalidad exigida al 
derecho, en el sentido de la obtención de normas generales a partir de 
prescripciones específicas, e implica la asunción de que entre las últimas 
existen elementos comunes que precisamente permiten la abstracción. 
Desde este punto de vista, la defensa de la vigencia de un principio 
implícito, surgido de su deducción de reglas y principios explícitos de 
carácter particular, asume que ellas comparten fundamento o al menos 
la consecuencia lógica que se deriva de la solución legislativa. De esta 
manera, las decisiones particulares no serían más que manifestaciones 
del principio deducido mediante ejercicios de interpretación. 

El derecho de consumo suele ser también sede de principios implícitos 
derivados de la generalización de instituciones, principios y reglas 
particulares. Un ejemplo lo encontramos en la transparencia, a la cual 
la dogmática consumeril chilena ha atribuido el carácter de verdadero 
principio general del derecho de consumo (Baraona Gonzáles, 2019, 
p. 16; Cortez Matcovich, 2004, p. 4). En efecto, aunque no ha sido 
reconocida como tal en la parte preliminar de la LPDC —a diferencia de 
lo que ocurre con el pro consumidor interpretativo (LPDC, art. 2 ter)—, 
se lo puede derivar de sus manifestaciones que sí contempla la LPDC. 

En concreto, la transparencia se encontraría detrás del reconocimiento 
del derecho básico a una información veraz y oportuna (LPDC, art. 3, 
lit. b), de las exigencias acerca de que la información básica comercial 
debe ser puesta a disposición del consumidor de manera comprensible 
(arts. 1, num. 3, y 31, inc. 1), así como de la prescripción de que los 
contratos por adhesión deben ser inteligibles para los consumidores 
destinatarios de la prestación (arts. 17 y 17B), por citar algunos ejemplos. 
Adicionalmente, la transparencia puede reconocerse a propósito 
de la cobranza extrajudicial (LPDC, art. 37) y de los procedimientos 
voluntarios para la protección de los intereses supraindividuales de los 
consumidores (art. 54 H). Todas las anteriores instituciones y reglas 
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darían cuenta de una directriz mayor: que la información que se otorga 
a los consumidores debe ser asequible y comprensible10. 

Lo propio ocurre con la profesionalidad en tanto estándar de diligencia 
o deber de conducta: si bien no es enunciada de manera explícita como 
una prescripción general que informa todo el sistema de consumo 
chileno, se la ha intentado desprender de ciertas alusiones particulares 
que la LPDC sí reconoce de manera expresa11. 

Así, en primer lugar, se invoca la «habitualidad» que se exige a una 
persona natural o jurídica para ser considerada un «proveedor» en el 
régimen de la LPDC (art. 1, num. 2), asumiéndose que quien realiza 
una actividad de manera reiterada y frecuente debería encontrarse en 
condiciones de ofrecer a los consumidores una prestación segura y de 
calidad. De la misma manera, la mención de la «profesionalidad» como 
parámetro de adecuación de la responsabilidad infraccional (LPDC,  
art. 24) daría cuenta de que el legislador le asigna un rol determinante 
del reproche contravencional. 

I I I .  F U N D A M E N TO S  N O R M AT I V O S  D E  L A  I M P L I C I T U D 
D E L  P R I N C I P I O  D E  C O N S U M O  S U S T E N TA B L E

El principio de consumo sustentable, como se indicó, no cuenta con 
un reconocimiento expreso general en el ordenamiento chileno de 
consumo. No obstante, ello no implica que no rija, desde que su vigencia 
puede igualmente ser defendida, mediante la invocación de alguna de 
las fuentes de los principios implícitos, en los términos ya indicados.

De ser correcto lo anterior, los imperativos del consumo sustentable 
podrán cumplir válidamente funciones jurígenas, atendida su naturaleza 
de principio general del derecho y, como tal, de norma jurídica. Podrá, por 
lo tanto, ser invocado al momento de interpretar textos con relevancia 
jurídica, resolver antinomias o bien al integrar vacíos normativos, por 
citar algunos ejemplos. 

A continuación, se revisarán aquellos fundamentos de los principios 
que se ajustan al modelo positivista; esto es, que se sustentan sobre la 
base del recurso a una norma positiva que sí se encuentra reconocida 
expresamente en el sistema chileno de consumo. En particular, se 
analizará su forma de obtención mediante la especificación y la 
generalización, atendiendo a que es posible que un mismo principio 
cuente con más de una fuente jurídica. 

10 La transparencia exige un estadio de protección mayor al solo otorgamiento de información, 
consistente en dos elementos: asequibilidad y comprensibilidad. Sobre esta temática se puede revisar 
Asua González (2017, p. 70), Barrientos Camus (2018, p. 1011), De la Maza Gazmuri y Momberg Uribe 
(2018, p. 89), Mato Pacín (2019, p. 197) y Miranda Anguita (2023, p. 244). 

11 Acerca del deber de profesionalidad, ver Gatica Rodríguez y Morales Ortiz (2022).
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III.1. El principio de consumo sustentable como especi-
ficación de un principio explícito más general

El principio de consumo sustentable puede obtenerse, en primer lugar, a 
partir de su especificación surgida de un principio explícito más general. 
En este contexto, y considerando que los principios suelen insertarse 
en las cartas fundamentales, corresponde analizar las disposiciones de 
la Constitución Política de la República (CPR) chilena con la finalidad 
de deducir de ellas el principio de consumo sustentable aplicable a las 
relaciones de consumo. 

Para tal efecto, se dividirá el análisis en dos ámbitos vinculados con 
bienes jurídicos no disponibles: el cuidado directo de la naturaleza (pro 
natura) y su tutela indirecta a partir de la intención de resguardar la 
integridad del ser humano (pro homine).

III.1.1. El principio pro naturaleza o pro medio ambiente
Una vez que se asentó la necesidad de tutelar de manera particular a 
los débiles jurídicos (favor debilis), se comenzó a advertir la urgencia por 
resguardar el medio ambiente. Este fenómeno surgió no solo como paso 
secundario que siguió a la orientación del derecho a la persona humana 
(pro homine), sino que también a la visualización simultánea de las 
crisis medioambientales por las que atravesaba —y atraviesa— nuestro 
planeta12. En efecto, «la gravedad de los problemas de contaminación 
ha llevado a una mayor toma de conciencia de los mismos» (Bertelsen 
Repetto, 1998, p. 140). Así también explica González Silva (2001): 

No es un misterio que las relaciones entre el ser humano y la 
naturaleza han cambiado. En el contexto mundial, se aprecia una 
sobreexplotación de los recursos naturales, todo lo cual traerá, sin lugar 
a dudas, importantes consecuencias a las generaciones futuras. Ante 
esta realidad, el Derecho está haciendo esfuerzos importantes, creando 
instituciones que sean capaces de conciliar el progreso y el desarrollo, 
con la protección del derecho a la vida y a vivir en un medio ambiente 
sano y adecuado (p. 271).

Por tal razón, los juristas propusieron la vigencia de un principio 
general pro medio ambiente (pro natura)13, por el cual la interpretación 
y aplicación de los sistemas jurídicos deben también tender hacia el 
resguardo del entorno en el cual se desenvuelve el ser humano, puesto 
que solo de esa forma se podrá preservar nuestra especie y las otras que 
la circundan. 

La equidad, asimismo, en tanto principio general del derecho, adquiere 
la forma de justicia ambiental (Lanegra Quispe, 2009, pp. 263-274), la 

12 Incluso se ha mencionado la instauración de un principio que se traduce en el aforismo: «No hagas a 
la naturaleza lo que no quieres que te hagan a ti» (Silva Silva, 1993, p. 670).

13 Galdós (1997) defiende la vigencia de un principio pro ambiente, in dubio pro ambiente (p. 42).
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cual debe servir también de programa para todo el sistema jurídico. Esta 
consideración ha sido plasmada en las cartas fundamentales, en tanto 
fuente de principios jurídicos, tal como explica Bertelsen Repetto (1998): 

La valoración cada vez mayor del medio ambiente no podía dejar de 
repercutir en el plano constitucional y ello explica que en las últimas 
dos décadas ha sido cada vez más frecuente la aparición en las Cartas 
Fundamentales de disposiciones sobre la materia (p. 139).

En Chile, el cuidado del medio ambiente se desprende en la Constitución 
actual del derecho de toda persona «a vivir en un medio ambiente libre 
de contaminación» (art. 19, num. 8)14. En esta configuración jurídica: 

Toda persona natural, […] tiene la facultad de desarrollar su existencia 
en un entorno no contaminado, y de ahí que la obligación que pesa erga 
omnes sobre órganos del Estado, personas jurídicas de cualquier tipo y 
personas naturales, es no contaminar, esto es, abstenerse —obligación 
de no hacer— de conductas que degraden el ambiente (Bertelsen 
Repetto, 1998, p. 141).

La Ley 19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente (1994) 
reitera el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, 
la necesidad de proteger la naturaleza (art. 1)15, así como el deber del 
Estado y sus organismos de permitir el acceso a la información ambiental, 
promover campañas educativas en pro del cuidado del medio ambiente 
y propender a su adecuada conservación, desarrollo y fortalecimiento 
(art. 4)16.

Lo anterior, además, es reforzado por la reciente Ley 21.430 sobre 
garantías y protección integral de los derechos de la niñez y la 
adolescencia (2022), la cual consagra el derecho de todo NNA a 
vivir en condiciones adecuadas para su desarrollo (art. 15, inc. 2) en 
un ambiente saludable y sostenible (art. 48), y a la educación, uno de 
cuyos propósitos es el respeto del medio ambiente (art. 41, inc. 1)17. 

14 Acerca de esta garantía, ver Bertelsen Repetto (1998, pp. 139-174), González Silva (2001, 
pp. 271-276), Navarro Beltrán (1993, pp. 595-602), Polanco Frontera (2014, pp. 117-124) y Silva Silva 
(1993, pp. 669-686).

15 «El derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, la protección del medio ambiente, 
la preservación de la naturaleza y la conservación del patrimonio ambiental se regularán por las 
disposiciones de esta ley, sin perjuicio de lo que otras normas legales establezcan sobre la materia» 
(Ley 19.300, art. 1).

16 «Es deber del Estado facilitar la participación ciudadana, permitir el acceso a la información ambiental 
y promover campañas educativas destinadas a la protección del medio ambiente. 
Los órganos del Estado, en el ejercicio de sus competencias ambientales y en la aplicación de los 
instrumentos de gestión ambiental, deberán propender por la adecuada conservación, desarrollo 
y fortalecimiento de la identidad, idiomas, instituciones y tradiciones sociales y culturales de  
los pueblos, comunidades y personas indígenas, de conformidad a lo señalado en la ley y en los 
convenios internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes» (Ley 19.300, art. 4).

17 «Derecho a la educación. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a ser educados en el 
desarrollo de su personalidad, aptitudes y capacidades hasta el máximo de sus posibilidades. 
La educación tendrá entre sus propósitos esenciales inculcar al niño, niña o adolescente el respeto 
de los derechos humanos y las libertades fundamentales, así como el respeto de sus padres y/o 
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Adicionalmente establece el deber del Estado de adoptar actividades de 
goce y disfrute de las riquezas naturales de la nación (art. 48), lo cual, 
desde luego, no se logrará en la medida de que el territorio se encuentre 
contaminado.

Se trata de una garantía cuyo sujeto pasivo son todos los individuos de 
la sociedad chilena, en la medida que les corresponda. Deben propender 
a la consecución de un ambiente compatible con la vida actual y futura 
del ser humano y las demás especies no solo el Estado, sino también los 
privados, consideración que alcanza a la relación de consumo, por lo que 
a ello deben someterse tanto proveedores como consumidores, cada uno 
dentro de sus ámbitos de competencia y acción. 

El constituyente instituye además al Estado como depositario del deber 
de velar para que tal garantía no sea afectada, así como de tutelar la 
preservación de la naturaleza (art. 19, num. 8), para lo cual puede 
recurrir a sus diversos poderes; esto es, Legislativo, Judicial y Ejecutivo. 
De hecho, la misma norma constitucional reconoce la posibilidad de 
que la ley establezca restricciones al ejercicio de determinados derechos 
o libertades para resguardar el medio ambiente (art. 19, num. 8), dentro 
de las cuales se pueden ubicar la libertad de empresa y el ejercicio de las 
decisiones de consumo por parte del consumidor. 

Con todo, el principio de consumo sustentable se fundamenta no solo 
en la naturaleza en tanto bien jurídico autónomo, sino también en la 
tutela del ser humano, tal como se expondrá a continuación. 

III.1.2. El principio pro homine
Tal como se adelantó, el siglo XX vino a rebatir la literalidad y la 
impronta patrimonial del derecho que había propuesto el siglo XIX, no 
solo en lo relativo al derecho de la persona y de familia, sino también 
en lo referente al derecho privado patrimonial. Las guerras mundiales 
incrementaron este proceso (Aguilar Cavallo, 2016, p. 20), una vez 
advertido el daño que un ser humano podía realizar a su alteridad. 
Barcia Lehmann (2014) señala: 

el Derecho moderno, aunque es el Derecho de la abundancia, responde 
a los horrores de la Segunda Guerra Mundial. Esta diferencia dará lugar a  
unos sistemas jurídicos sustentados sobre los derechos fundamentales, 
los que desplazaran a un derecho basado en una economía de la 
escasez (p. 62).

Se asentó entonces la dignidad humana como un bien jurídico 
inalienable hacia el cual todo el derecho debía orientarse en resguardo 
del ser humano (Aguilar Cavallo, 2016, p. 20). En el mismo sentido, 

madres, de su propia identidad cultural, de su idioma, sus valores y el medio ambiente» (Ley 21.430, 
art. 1, inc. 1).
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se consolidó además la defensa de la configuración y vigencia a todo 
evento —implícita, si es necesario— de un principio general pro homine 
(favor personae), que devino en una de las más importantes causas de la 
redirección de los órdenes internos a la persona (Barocelli, 2015, p. 15; 
Schötz, 2013, p. 117; Tolosa Villabona, 2017, p. 15). 

Con todo, esta directriz —pro homine— también puede ser invocada 
al momento de fundamentar la implicitud del pro natura18. En efecto, 
tal como se indicó, la urgencia por el cuidado del medio ambiente no 
solo obedece a un espíritu altruista, sino por sobre todo a la necesidad 
de proporcionar al ser humano, en sus actuales y futuras generaciones, 
un entorno que haga viable su desarrollo físico y espiritual. Lanegra 
Quispe (2009) sostiene: «La mejora de la calidad ambiental amplía las 
posibilidades de desarrollo de las personas y aumenta sus libertades reales. 
Su deterioro, en cambio, afecta en mayor grado a los más vulnerables» 
(p. 274).

De hecho, la incorporación en la carta fundamental chilena de la 
aludida garantía de toda persona «a vivir en un medio ambiente libre 
de contaminación» (art. 19, num. 8) tuvo por objeto, en un inicio, la 
efectiva protección de la vida y la salud de los ciudadanos (Navarro 
Beltrán, 1993, p. 596; Silva Silva, 1993, p. 673). 

Otro fundamento lo podemos encontrar en el deber del Estado, 
reconocido en las Bases de la Institucionalidad, de «contribuir a crear 
las condiciones sociales que permitan a todos y a cada uno de los 
integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y 
material posible» (CPR, art. 1, inc. 5), en el sentido de que ello solo se 
logrará en tanto habite un entorno que lo permita. Así, González Silva 
(2001) explica: 

Sin lugar a dudas [sic] que el camino para lograr esta realización 
material y espiritual es a través del desarrollo económico, social, político 
y cultural, cuyo objetivo principal es mejorar la calidad de vida de las 
personas. Este concepto de calidad de vida, va mucho más allá que 
el satisfacer el ‘nivel de vida’ de una sociedad, pues, en él concurren 
necesidades más profundas, que dicen relación con el hombre y la 
comunidad, como su entorno. No podemos pretender la calidad de vida 
si al mismo tiempo estamos deteriorando el medio ambiente (p. 272). 

Con posterioridad agrega que «las necesidades que determinan una 
calidad de vida, no son solo materiales, sino también espirituales, y deben 
beneficiar no solo al hombre en su plenitud, sino también al ecosistema 
del cual depende» (p. 272).

18 Colman Vega (2018) desprende, además del pro homine, el principio pro consumidor (p. 177).
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A consecuencia de lo anterior, y considerando que el pro homine y las 
garantías fundamentales constituyen valores esenciales del ordenamiento 
jurídico (Aguilar Cavallo, 2016, p. 55) y principios informantes generales, 
pueden especificarse en otros principios subsumidos en ellos, tales como 
el de consumo sustentable.

III.2. El principio de consumo sustentable como genera-
lización de un conjunto de declaraciones específicas

Finalmente, el principio de consumo sustentable puede obtenerse a 
partir de un proceso de generalización de manifestaciones particulares 
reconocidas de manera típica en el ordenamiento jurídico. En concreto, 
el sistema chileno de consumo establece expresamente deberes e 
instituciones que tienen como fundamento común el resguardo del 
medio ambiente, del cual se puede desprender un principio de vigencia 
general. A continuación, se los revisará.

III.2.1. Los derechos básicos de los consumidores
Una primera manifestación la encontramos en el reconocimiento de los 
derechos básicos de los consumidores (LPDC, art. 3, inc. 1)19. Es así que 
se le reconoce al consumidor la garantía de la «protección del medio 
ambiente» (art. 3, lit. d) en el mismo literal que consagra el derecho a 
la seguridad en el consumo. Dicha ubicación, en primer lugar, evidencia 
la filosofía del legislador consumeril en orden a asociar el cuidado del 
medio ambiente con la integridad física y psíquica de los consumidores, 
tal como también lo realizó el constituyente de acuerdo con lo señalado 
previamente. De hecho, así lo consideró la Corte de Apelaciones de 
Santiago en la sentencia Orellana Orellana con Cencosud (2010): 

La seguridad de que habla este artículo, está referida, en cambio, al bien 
mismo que se consume o bien al servicio mismo que se presta, en cuanto 
a los riesgos que pueden presentar o representar para la salud y el medio 
ambiente (considerando 7).

Por otra parte, el contexto normativo del derecho al cuidado del medio 
ambiente —junto a la seguridad— implica que también le resulten 
aplicables las prescripciones referentes a la seguridad (arts. 1, num. 3; 3, 
lit. d; 20; 23; 24; 44 y ss.; 50 F). 

Lo anterior es refrendado a propósito de las prestaciones turísticas, en 
el sentido de que la Ley 20.423 expresa que uno de sus objetivos es la 
conservación de los recursos y atractivos turísticos nacionales (art. 1), 
entre los cuales se encuentran los medioambientales. Adicionalmente, 

19 Se distinguen los derechos básicos y los que no tienen tal carácter. Los primeros se atribuyen tanto 
al consumidor material —quien disfruta o utiliza el bien o servicio— como al jurídico —quien contrata 
con el proveedor—. Los segundos se conceden a ciertos y determinados individuos, como podría ser, 
por ejemplo, el comprador en la garantía legal. Al respecto, se puede revisar Jara Amigo (1999, p. 62) 
e Isler Soto (2019, pp. 196-198).
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se tipifica el deber genérico del proveedor de productos y servicios 
turísticos de «velar por la preservación del patrimonio turístico que 
sea objeto de su actividad» (art. 45, lit. e), el cual puede ser material o 
inmaterial (art. 5, lit. d)20. 

Con todo, naturalmente, el beneficiario de las prácticas que tiendan 
a ello no solo será el individuo que intervenga materialmente con la 
prestación, sino la sociedad toda. 

También se agrega el derecho a «la educación para un consumo 
responsable» (LPDC, art. 3, lit. f), dentro del cual se ubica el fomento 
al consumo «sustentable», como lo expresan la legislación ecuatoriana 
(Ley 2000-21, art. 4, num. 7) y la extremeña (Ley 6/2019, art. 26, lits. 
d-e); y como, además, lo ha consignado la ONU en su ya reseñada 
Agenda 2030 (2015, Objetivo 12). 

Un fundamento normativo adicional se advierte en la reciente 
Ley 21.430, la cual, además de reconocerle a los NNA su protección 
como consumidores (arts. 53 y 55), tipifica el deber de los órganos  
de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, de  
fomentar «la sensibilización y la educación de los niños, niñas y 
adolescentes sobre el consumo sostenible y responsable» (art. 53, inc. 3).  
Lo anterior, además, es refrendado por la exigencia de promover 
«programas formativos, divulgativos y de sensibilización para el uso 
responsable y sostenible de los recursos naturales y la adquisición 
de hábitos positivos para la conservación del medio ambiente y de 
mitigación de los efectos del cambio climático» (art. 48, inc. 3). Como 
se puede apreciar, a propósito de este especial colectivo, el legislador de 
2022 ya enuncia el «consumo sustentable» con tal denominación. 

III.2.2. Información y publicidad
El derecho a una información veraz y oportuna (LPDC, art. 3, lit. b) 
se concretiza en la disciplina de la información y la publicidad, en las 
cuales igualmente podemos reconocer imperativos vinculados con 
el cuidado del medio ambiente. Así, en primer lugar, respecto de los 
bienes durables, la LPDC tipifica el deber de informar su duración en 
condiciones previsibles de uso, incluido el plazo en que el proveedor 
se obliga a disponer de repuestos y servicio técnico para su reparación  
(art. 1, num. 3, inc. 3).

Por otra parte, la normativa sectorial de la LPDC consagra deberes 
de rotulación vinculados con el desarrollo sostenible. A modo  
de ejemplo, pueden mencionarse el de incorporar una etiqueta de 
eficiencia energética de edificios en la publicidad de venta de inmuebles 
(Ley 21.305, art. 3). Similar regla rige para los productos durables que 

20 «Patrimonio turístico: conjunto de bienes materiales e inmateriales que pueden utilizarse para 
satisfacer la demanda turística» (LPDC, art. 5, lit. d).
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utilicen consumo energético (Decreto 64/MinEn/2014), tales como 
refrigeradores, microondas, etc. De la misma manera, se obliga a informar 
el plazo de expiración de los productos corruptibles, entendido como 
aquel más allá del cual no es posible esperar que conserve su estabilidad, 
tal como ocurre con los cosméticos (Decreto 239/MinSal/2003, art. 40) 
o con productos farmacéuticos (Decreto 3/MinSal/2011, arts. 74 y 142), 
por citar únicamente algunos ejemplos. Asimismo, se puede desprender 
un deber general de información relativo al cuidado del medio ambiente 
en lo relativo a las declaraciones dirigidas a los NNA (Ley 21.430,  
art. 55, nums. 5-6). 

Otro estadio de protección lo encontramos a propósito de las prácticas 
publicitarias, las cuales se diferencian de la mera información en que 
buscan deliberadamente obtener la preferencia del consumidor, así como 
la celebración de un contrato de consumo. Esta materia se encuentra 
regulada en los artículos 28 y ss. de la LPDC, los cuales igualmente 
evidencian el pro medio ambiente. 

Así, la Ley 19.496 sanciona a quien «a sabiendas o debiendo saberlo 
y a través de cualquier tipo de mensaje publicitario induce a error  
o engaño» (art. 28, inc. 1) acerca de «su condición de no producir daño 
al medio ambiente, a la calidad de vida y de ser reciclable o reutilizable» 
(art. 28, lit. f). La fórmula escogida por el legislador puede configurarse, 
a su vez, a partir de dos situaciones. 

Un primer ilícito concurrirá si se difunde un soporte publicitario que 
induzca a su destinatario a creer que un producto o servicio es inocuo 
para el medio ambiente en circunstancias en que sí lo lesiona. Tampoco 
cumple con el estándar de legalidad exigido si se da a entender  
que la prestación daña al medio ambiente en menor medida de lo que 
efectivamente realiza. 

En segundo término, también será falsa o engañosa aquella publicidad 
por la cual se ofrecen productos o servicios a los que se les atribuye la 
virtud de resguardar el medio ambiente, en la medida de que ello no sea 
efectivo. Una conducta como la descrita podría dar lugar a la técnica 
del green washing o ecoblanqueo, que persigue exhibir al público una 
imagen corporativa de resguardo al medio ambiente que no se ajusta  
a la realidad. 

Adicionalmente, cabe recordar que en la actualidad la Ley 21.430 
se refiere a esta temática a propósito del público infanto-juvenil, 
enunciando verdaderos principios en tal sentido. Así, prescribe que la  
publicidad dirigida a estos colectivos debe respetar los principios de  
la «publicidad informativa respecto de la sustentabilidad ecológica  
de los bienes y servicios ofrecidos» (art. 55, num. 5), y de «no incitación al 
consumo desmedido, sin supervisión de adultos responsables» (num. 6). 
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III.2.3. Exigencias tendientes a la disminución y tratamiento de desechos
Finalmente, un imperativo general de consumo sustentable puede 
desprenderse de las exigencias que el sistema chileno de consumo 
establece destinadas a extender en el tiempo la durabilidad o 
funcionalidad de una determinada prestación. Al respecto, cabe 
prevenir que, aunque Chile no cuenta con una regulación acerca de la 
obsolescencia programada, sí prohíbe la comercialización de productos 
de durabilidad menor a la normativamente deseable. 

Así, por ejemplo, en nuestro país se proscribió la entrega de bolsas 
plásticas en el comercio (Ley 21.100, 2018), la comercialización de  
ampolletas incandescentes (Resolución Exenta 60, 2013) y se limitó la 
puesta a disposición del público de la entrega de plásticos de un solo uso 
(Ley 21.368, 2021). 

I V .  C O N C L U S I O N E S
De las anteriores consideraciones es posible desprender que el sistema 
chileno de protección de los consumidores se encuentra conformado no 
solo por reglas, sino también por principios. Estos últimos pueden, a su 
vez, tener el carácter de explícitos o implícitos, según si cuentan o no 
con una norma que los enuncie de manera expresa, directa e inmediata. 

Son ejemplos de los primeros aquellos que han sido reconocidos a 
propósito de la cobranza extrajudicial y los procedimientos voluntarios 
para la protección del interés supraindividual de los consumidores, 
además del pro consumidor interpretativo, que tiene un ámbito de 
aplicación amplio. 

Dentro de los principios implícitos, en tanto, se encuentra el de consumo 
sustentable en el sentido de que, si bien no es explicitado por el legislador, 
puede no obstante derivarse su vigencia de una interpretación armónica 
y sistémica de los principios y reglas que la LPDC efectivamente 
contiene. Lo anterior se realiza a partir de la utilización de dos técnicas 
que se insertan dentro del positivismo jurídico. 

La primera de ellas —especificación— consiste en una concretización 
de principios generales típicos, de los cuales se obtendría el implícito. 
En el supuesto planteado, las directrices que servirían de fuente al 
consumo sustentable corresponderían al pro natura y el pro homine, 
reconocidos ambos en la carta fundamental chilena y en otras leyes que 
se han dictado bajo su amparo. 

En segundo término, el programa en análisis podría ser obtenido a 
partir del proceso inverso; esto es, de una generalización conseguida 
de manifestaciones específicas, en la medida de que ellas cuenten 
con un fundamento común. Esta vez, revisado el sistema chileno de 
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protección de los derechos de los consumidores, es posible encontrar en 
la tipificación de los derechos básicos de los consumidores —seguridad, 
inocuidad y medio ambiente—, de la disciplina de la información y la 
publicidad, así como en la instauración de mecanismos de extensión de 
la durabilidad de los bienes, fuentes idóneas de las cuales puede derivarse 
un principio general de consumo sustentable. 

Finalmente, cabe concluir que reconocerle al consumo sustentable el 
carácter de principio general del derecho de consumo lo habilita para 
cumplir las funciones que se le suelen atribuir a este tipo de normas, tales 
como servir de elemento de interpretación, integración y resolución de 
antinomias jurídicas. 
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